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1.- VISTOS  

Corresponde a la Sala desatar el recurso de alzada presentado por el profesional del derecho aquí procesado SEVERIANO HERNÁN FRANCO RAMÍREZ, contra el fallo de condena proferido el pasado veintitrés (23) de enero del año que transcurre por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira, mediante el cual lo declaró penalmente responsable por el delito de Falso Testimonio y le impuso como pena principal la de cuatro (4) años de prisión, y como accesoria la inhabilitación de derechos y funciones públicas por el mismo lapso. Negó el subrogado de la ejecución condicional de la sentencia, pero concedió el sustituto de la prisión domiciliaria.

De igual modo fue condenada la señora MARTHA INÉS RAMÍREZ SÁNCHEZ, madre de uno de lo procesados -Jhon Jairo Vásquez Arias-, pero ésta no interpuso recurso de apelación contra el fallo de condena, razón por la cual el Tribunal centrará su análisis únicamente a lo que corresponde con el coprocesado FRANCO RAMÍREZ.

No observa la Sala irregularidad sustancial que obligue a retrotraer lo actuado.

2.- HECHOS 

Por la muerte del señor Jhon Jairo Vásquez Arias ocurrida el veintitrés (23) de mayo de 2002, se tramitó un proceso por homicidio en el cual fueron vinculados formalmente JEISON JAIRO PÁEZ RAMÍREZ, JUAN MIGUEL GUTIÉRREZ ZULUAGA y CARLOS ARIEL POSADA. Dentro de ese trámite se dispuso compulsar copias para investigar el falso testimonio en el cual habían incurrido los señores OSCAR RAMÍREZ PÉREZ, MARIO ANTONIO GALLEGO YÉPES, EDGAR ANTONIO GARZÓN SALAZAR y ALEJANDRO MUÑOZ HENAO, los dos primeros en su condición de empleados del establecimiento “El Páramo” en el cual se desarrollaron los hechos de sangre, al decir que allí no se encontraban presentes quienes dispararon; y, los dos últimos, personas contactadas por familiares de los detenidos (madre y hermano respectivamente) para que tergiversaran la investigación al sostener que departieron con éstos en un lugar diferente precisamente a la hora en que el homicidio se ejecutó.

Todos los ordenados investigar por falso testimonio confesaron haber faltado a la verdad. RAMÍREZ PÉREZ y GALLEGO YÉPES, que porque los habían amenazado o presionado para no identificar a los responsables; en tanto GARZÓN SALAZAR y MUÑOZ HENAO, que lo hicieron por ayudar a sus amigos a petición de los parientes, quienes los contactaron con el abogado de nombre SEVERIANO, persona ésta que les dio todas las instrucciones de lo que debían decir ante la Fiscalía y conforme a esa ilustración declararon a sabiendas de ser sus afirmaciones contrarias a la realidad, pues en ningún momento estuvieron acompañando a esas personas.

A consecuencia de todo lo anterior, fueron condenados en forma anticipada GARZÓN SALAZAR y MUÑOZ HENAO, mientras el profesional SEVERIANO FRANCO persistió en su inocencia y prefirió agotar todas las instancias judiciales a la espera de una absolución.

3.- IDENTIDAD 

Se trata de SEVERIANO HERNÁN FRANCO RAMÍREZ, hijo de Severiano y Rosa Elena (fallecidos), titular de la cédula de ciudadanía No 79’242.944 de Bogotá, nació en esa ciudad el 29 de Junio de 1967, de profesión abogado litigante con especialización en Derecho Penal, vecino de Pereira, en unión libre con Mary Luz Vélez Garzón.

4.- CARGOS
La Fiscalía Veinte (20) Delegada ante los señores Jueces Penales del Circuito, profirió Resolución de Acusación en su contra, al encontrarlo autor material de una conducta descrita como punible en el Libro II, Título XVI, Capítulo tercero, artículo 442, bajo el rubro de FALSO TESTIMONIO, del siguiente tenor: “El que en actuación judicial o administrativa, bajo la gravedad del juramento ante autoridad competente, falte a la verdad o la calle total o parcialmente incurrirá en prisión de cuatro (4) a ocho (8) años”.

Importa aclarar, que al momento de la calificación, el señor Fiscal precluyó la investigación a favor de los otros dos comprometidos OSCAR RAMÍREZ PÉREZ, MARIO ANTONIO GALLEGO YÉPES, pues no había forma de desvirtuar sus argumentos consistentes en haber sido amenazados o presionados para no delatar a los culpables; además, era lo cierto que finalmente estas personas sí prestaron una colaboración efectiva a la autoridad, ofreciendo datos que los llevaron a dar con el paradero de los responsables, aunque posteriormente se vieron precisados a no involucrarse para proteger su vida.
5.- FALLO 

El señor Juez Segundo Penal del Circuito de esta capital, concluido el debate público, decidió declarar responsable penalmente al acusado por el punible de Falso Testimonio (al igual que a la coprocesada no recurrente Martha Inés Ramírez Sánchez), para cuyo efecto sostuvo que estaba claro que todos esos testigos en contra de los cuales se había ordenado compulsar copias en la investigación por Homicidio, faltaron a la verdad; igualmente, que dos de ellos, condenados ya en forma anticipada, los aleccionó el defensor de los implicados por el homicidio a efectos de sostener que estaban en otro lugar diferente en el instante en que ese hecho se produjo.

No aceptó las exculpativas del imputado, pues en cuanto al hecho de haberlos aleccionado pero con la convicción de que esas personas decían la verdad y sabían bien qué tenían que decir ante la Fiscalía, indicó que de las pruebas arrimadas a la investigación se sacaba  en claro que esa inducción la hizo él y no los citados parientes; y, en lo referente a que ese aleccionamiento fue antes y no después del juramento, lo cual hacía atípica su conducta, advirtió una confusión de parte del procesado, toda vez que no se le estaba juzgando como coautor de la conducta de falso testimonio, sino como un determinador de la misma, la de común ocurrencia antes de dar comienzo a la ejecución del ilícito.

6.- RECURSO

En extenso memorial el profesional comprometido da cuenta de su inconformidad con la decisión. Sus argumentos basilares los podemos concretar en:

6.1.- Nunca le dijo a los testigos que mintieran, simplemente se entrevistó con uno de ellos (Edgar Antonio Garzón Salazar) porque llegó a su oficina “por conducto” de la mamá de uno de sus defendidos (Jeison Jairo Páez Ramírez), con la idea de declarar a favor de éste. El otro testigo (Alejandro Muñoz Henao), lo contactó un hermano del otro joven detenido (Juan Miguel Gutiérrez Zuluaga), y es falso que hubiera dialogado con este declarante “momentos antes de entrar a la Fiscalía”. Llama la atención acerca de ser absurdo que preparara a un testigo en su oficina, pero al otro lo entrenara apenas unos minutos antes de hacer su ingreso a la Fiscalía.

6.2.- No había necesidad de “prepararlos” para una declaración como esa, pues es algo fácil que no necesita la asesoría de un abogado. Cualquiera sabe que no se puede condenar a quien dice que para la fecha y hora del crimen se encuentra en un lugar diferente. Si ellos mintieron, lo hicieron para favorecer a sus amigos y por la solicitud insistente de sus familiares. Tanto esos familiares, como los propios detenidos por teléfono desde la Cárcel, pudieron ser los verdaderos aleccionadores. Además, si lo acusaron a él, fue para “sacar en limpio” a esos parientes, pues no tenían a quién más echarle la culpa.

6.3.- Los verdaderos responsables de ese aleccionamiento, también pueden ser terceras personas que los tienen amenazados, pues no puede olvidarse que los otros testigos que juraron también en falso, fueron declarados no responsables ya que habían sido víctimas de amenazas en contra de su integridad si no colaboraban. Estas personas hablaron de unos sujetos que al parecer pertenecen a una banda de sicarios de La Virginia, pero en momento alguno se refirieron a él como responsable de esa ilustración a los testigos.

6.4.- Tampoco se descarta que fuese otro abogado el verdadero responsable, porque en cuanto a CARLOS ARIEL POSADA se refiere, éste dijo a su novia que había mentido porque “el abogado” estaba encima de él diciéndole lo que tenía que decir. Efectivamente fue él quien asistió a CARLOS ARIEL en la indagatoria, pero se ignora “a cuántos otros abogados pudo tener acceso”.

6.4.- No puede ser que la judicatura le dé más crédito a estos dos personajes que fueron capaces de mentir en un proceso por el delito de Homicidio, tal y como lo reconocieron, por el simple hecho de que estas aseveraciones las están haciendo “bajo juramento”, que a lo relatado por él y por su compañera permanente que nunca han sido juzgados por perjurio como aquéllos. Pudo más la tacha de sospecha por la relación íntima que posee con la señora MARTHA INÉS RAMÍREZ, para desestimar la versión de ésta, que esa actitud malintencionada y torticera de parte de los ya condenados GARZÓN SALAZAR y MUÑOZ HENAO.

6.5.- Lo por ellos vertido, carece de respaldo objetivo, no resulta ni siquiera mínimamente corrobado por otras pruebas en su contra, ya que no hubo más actividad probatoria. Están huérfanas de “alguna corroboración periférica objetiva o algún indicio colateral que les otorgue objetividad”. Para sustentar el aserto, se traen abundantes pronunciamientos foráneos en orden a precisar el bajo poder de convicción que una delación en esos términos posee y que por tanto no hay lugar para un fallo de mérito en su contra.

6.6.- Expone finalmente, un cúmulo de interpretaciones acerca del concepto de CERTEZA en el proceso judicial, para concluir que aquí no hay lugar a sostener que la decisión de primer grado está ajustada a la verdad histórica. Se trata simplemente de una presunción del juzgador que no debe mantenerse.

7.- MOTIVACIÓN

Esta Sala de Decisión dirá desde ya, que no existe posibilidad diferente a la de confirmar la sentencia de primer grado y para ello procederemos a exponer paso a paso la secuencia de lo ocurrido y a refutarán cada uno de los argumentos defensivos porque las pruebas que contiene el expediente así lo permiten.

Preciso asegurar prima facie, que nadie pone en duda que varias de las personas que actuaron como testigos en la averiguación por el homicidio en la persona de Jhon Jairo Vásquez Arias, mintieron. El propio recurrente admite la contundencia de tal aseveración.

Importante admitir también, que la narración hecha ante la Fiscalía por parte de la joven JACQUELINE GÓMEZ RAMÍREZ (novia de Carlos Ariel Posada), dejó al descubierto el plan diseñado por los referidos testigos al hacer pensar que los incriminados se encontraban en sitio diferente al “Páramo”, pues fue clara al mencionar que ella estuvo departiendo con ellos poco antes en ese establecimiento y que huyeron en el vehículo de POSADA. La citada declarante dio otro dato importante y consistió en que su novio negó todo porque el abogado así se lo insistió, situación de la cual posteriormente se arrepintió pues fue injustamente acusado de esto. Basta recordar entonces, que el abogado de CARLOS ARIEL al momento de la indagatoria era el aquí procesado SEVERIANO FRANCO, pues el nuevo profesional que lo reemplazó le dijo a POSADA -según palabras de la testigo- le recriminó el hecho de no haber dicho las cosas como fueron. Conclusión: la única persona que pudo aconsejarle qué debía decir al ser entrevistado por la Fiscalía, lo era el primer apoderado, esto es, SEVERIANO FRANCO RAMÍREZ.

El primer interrogante es obvio: ¿por qué persistía el mandatario judicial en que negara la verdad? y la respuesta guarda relación con lo que se logró descubrir posteriormente, como pasa a observarse.

A partir de esa información de la testigo, esclarecida como estaba la mentira de por medio, el camino a seguir era establecer el motivo para faltar a la verdad. En esa tarea de averiguación se observan datos tan comprometedores como aquél según el cual, las indagatorias fueron rendidas al día siguiente de la aprehensión, momento en el cual ya se tenía diseñada la versión a ofrecer y los parientes de los aprehendidos ya habían ubicado a los potenciales testigos. A estas personas, se les dio copia de lo que dijeron los indagados por ese Homicidio (según lo comentado por ellos ante la Sala Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura), información que sólo estaba en capacidad de ofrecer el abogado presente en las mismas y con acceso pleno al expediente. Tuvo que existir por tanto una preparación acerca de las circunstancias de tiempo, modo y lugar en las cuales hacer énfasis durante el interrogatorio. Tenía que existir coincidencia, y por obvias razones los parientes de los retenidos no tenían conocimiento exacto de lo ocurrido y no estaban en condiciones de adiestrar a los testigos. Resulta por tanto totalmente convincente la aseveración que éstos hacen, no sólo en el sentido de haber sido contactados por la madre de uno de los comprometidos y el hermano de otro, respectivamente, sino que a ellos los ilustró el abogado de confianza de quien coinciden en dar el verdadero nombre: SEVERIANO.

Recuérdese entonces que no fue uno sino dos los testigos preparados, localizados en forma separada y por personas distintas, luego entonces, necesariamente debía existir una sola persona que los aleccionara para poder coincidir en lo que ya se sabía era una mentira. 

A diferencia de los empleados del “Páramo”, de quienes se asegura mintieron porque “fueron amenazados”, estos otros testigos no fueron presionados, nunca dijeron o insinuaron algo así, simplemente dicen haber aceptado mentir ante la Fiscalía por el favor que los parientes angustiados les pidieron y para eso los llevaron ante el abogado; luego entonces, no cabe hacer conjeturas como las que se expresan en el recurso, cuando se dice que seguramente éstos, al igual que aquéllos, fueron presionados y orientados por un grupo de maleantes de La Virginia, cuando de esto no hay referencia alguna en el expediente.

Por todo lo dicho, la responsabilidad que en el hecho le fue atribuida al togado FRANCO RAMÍREZ lo fue a título de determinador. Se está afirmando en esos términos, que no es él quien realizó la acción falsaria pero sí dispuso a otros hacia la comisión del punible mediante instigación, mandato, inducción, consejo, coacción, orden, convenio o cualquiera medio idóneo para lograr que otros realizaran material y directamente la conducta de acción o de omisión descrita en el tipo penal.

Según NOVOA MONREAL, instigar “es crear en el ánimo de otro la voluntad de cometer el delito; hacer surgir en la mente de otro la decisión de realizar el hecho punible; generar en otro el propósito de delinquir”. En esos términos el autor intelectual, instigador o determinador, conduce a otro hacia la conducta ilícita ya sea haciendo nacer en él la intención criminosa, o fortaleciendo u orientando el propósito delictivo ya latente pero, en todo caso, manejando la voluntad ajena hacia la conducta típica que él quiere ejecutar por interpuesta persona quien de todas formas se encuentra conciente de la ilicitud de la acción y conserva el dominio final del acto; para lograrlo, se vale de orden, mandato, coacción, consejo o asociación. Aún cuando la legislación penal no precisa las formas que el autor intelectual puede utilizar para someter la voluntad del autor material, debemos colegir que sólo mediante cualquiera de los mecanismos señalados anteriormente se actúa.

La determinación se caracteriza, en palabras del autor FERNANDO VELÁSQUEZ, por: “limitarse a provocar en el autor la resolución delictiva sin tener el dominio del hecho, lo cual lo distingue del coautor”. Así las cosas, se requiere: a)- Vínculo entre la conducta materialmente realizada y la acción del determinador; b)- La actuación dolosa del inductor; c)- La efectiva inducción del determinador; d)- La conducta del determinado, idónea e inequívocamente dirigida a ejecutar la acción sugerida por el determinador; e)- La ausencia del dominio del hecho por parte del determinador.

Para el caso que nos convoca, el conocimiento acerca de haber sido esa determinación fraguada por el abogado litigante, tiene su inicial fundamento en la figura de la delación, es decir, que quienes faltaron a la verdad ante los estrados judiciales, dijeron haberlo hecho bajo el consejo u orientación profesional de quien para ese entonces se ejercía como mandatario judicial de los detenidos por Homicidio, pues se pensó en favorecerlos con sus tergiversados relatos.

Amplio espacio dedica en consecuencia el impugnante al fenómeno probatorio de la delación hecha en su contra para menoscabar su fuerza de convicción, y con razón, pues constituye una figura bien debatida en todas las latitudes. Simplemente para corroborar las citas extranjeras que trae el memorial recurrente, la Sala recuerda con el profesor Héctor Jiménez Rodríguez, que  la figura de la delación se aproxima mucho a lo que se ha dado en llamar incriminación por declaración de un coimputado o testimonio del codelincuente -chimada di correo-, lo cual se ha mirado con recelo al punto extremo de que se le tome como “indicio vago y poco digno de crédito, mientras las citas concretas no sean comprobadas”. Y en verdad que ese temor se ha visto reflejado en nuestro legislador, quien para poner un límite adecuado a la figura, optó por exigir prueba idónea de la incriminación.

El profesor español, José Luis Vásquez Sotelo, expresa que frente a un llamamiento en codelincuencia “debe actuarse con la mayor cautela y prudencia, sin despreciar la vía de investigación abierta, pero sin tomarla demasiado en consideración. Y lo único que cabe es proceder a comprobar con la mayor exactitud posible la realidad o veracidad de esas citas, en cuyo caso, de resultar comprobadas, derivará de ello y no precisamente de la imputación hecha, la real o probable participación del nuevo sujeto en los hechos”.

Se entiende, de todas formas, que la idoneidad de la prueba respaldante, apunta a la comprobación de la veracidad en el dicho del delator y no a la eficacia del llamamiento en cuanto posibilidad próxima o remota de un enjuiciamiento seguro.

Del manejo doctrinal y jurisprudencial de la figura que nos concita, para la Sala son claros dos referentes obligados en el análisis: El primero, consiste en que es perentorio para el Juez preguntarse acerca de ¿si el coacusado tiene motivos para mentir?, pues si de esa reflexión resulta una respuesta positiva, no es válido acoger sin prevención y de manera aislada la delación. Un segundo enunciado nos indica, que de ser posible se deben comprobar las citas correspondientes para corroborar objetivamente el cargo; o, al menos, debe tenerse claro que las afirmaciones no se opongan a la lógica de las cosas, ni a otros medios de convicción advertidos en la actuación.

En esa tarea encontramos:

No tiene mayor sentido decir que “como ya sabían que no les quedaba otro camino que acogerse a sentencia anticipada, entonces no les afectaba en nada mentir una vez más a favor de sus amigos”. La realidad es que con declararse culpables era suficiente, no había necesidad de perjudicar a nadie para acceder a los descuentos punitivos por acogimiento. Pero sea como fuere, es lo cierto también que con declarar en contra del apoderado, por ese sólo hecho no exoneraban de responsabilidad a los amigos, antes por el contrario, ellos mismos antes que excluir comprometieron también a los parientes de los amigos, tanto así que fue acusada y también sentenciada la señora MARTA INÉS RAMÍREZ SÁNCHEZ, madre de Jeison Jairo Páez Ramírez.

De otro lado, el argumento según el cual: “quien miente una vez puede seguirlo haciendo”, motivo por el cual no se le debe dar crédito a los acusadores y en cambio sí se debe creer en las palabras defensivas, no es afortunado. Se trata en realidad de un sofisma, puesto que si nos atenemos al precedente de “haber mentido en una ocasión”, es evidente que eso puede pregonarse tanto de los testigos como del aquí procesado, porque lo que se asegura es que aquéllos cometieron la infracción en forma directa, es decir, realizaron la acción material de mentir ante la autoridad judicial, en tanto que éste -según se afirma- lo hizo de manera indirecta (como determinador). La única diferencia sería por tanto que los citados se acogieron a sentencia anticipada y ya fueron condenados, en tanto el profesional FRANCO RAMÍREZ no se acogió a una terminación anormal y ha recurrido el fallo de condena de primer grado.

En esas condiciones y si se respeta lo concluido en la primera instancia, es factible pregonar que tanto los unos como el otro “mintieron en una ocasión pretérita”; en consecuencia, siguiendo la línea de pensamiento que nos presenta el recurso, el efecto para todos sería que: NO SE LE PUEDE CREER A NINGUNO (ni a Garzón Salazar, ni a Muñoz Henao, ni tampoco al procesado Franco Ramírez), pues tanto quien miente en forma personal y directa, como quien envía a otro a que lo haga, deberían perder toda credibilidad.

Y la conclusión es ilógica, porque O MIENTEN AQUELLOS o MIENTE ÉSTE, no es posible que ambos estén diciendo la verdad. Se trata de versiones contrapuestas, incompatibles, irreconciliables y en ese sentido es obligado acoger uno de los extremos testimoniales.

Unido a lo anterior, se tiene otra realidad innegable y consiste en que un tal “precedente” por falso testimonio que se hace resaltar para desestimar el dicho de quienes lo acusan, es en verdad posterior y no anterior al momento en que se hace la acusación, porque la delación contra el profesional del derecho fue vertida durante la investigación precisamente para explicar la causa que los llevó a rendir testimonio falso ante un Juez de la República. No se presenta en este caso, por tanto, aquél episodio tradicional que podría sacarse a relucir válidamente en contra de quien acostumbra mentir ante los Tribunales, para cuyo efecto se le enrostran los casos juzgados en hechos diferentes al que se juzga como causa de su descrédito. El perfil de EDGAR ANTONIO GARZÓN y el de JUAN MIGUEL MUÑOZ, no corresponde al del avezado mentiroso que concurre una y otra vez a los estrados judiciales a torcer el fiel de la balanza.

Es deber admitir, que ellos no tienen interés en mentir, su autoacusación indica que no se encontraban en la necesidad absoluta de arribar a la vinculación de una tercera persona inocente a este engranaje. Decir que fueron ellos directamente quienes idearon la falsa testificación “para salvar a sus amigos”, o que en esa labor se sirvieron de la cooperación del profesional del derecho, resultaba indiferente a los ojos de la justicia. En esas condiciones, cuando mencionan al profesional SEVERIANO FRANCO, no lo estaban haciendo para “sacarse en limpio”, o para “aminorar su pena”, o para “recibir beneficios por colaboración con la justicia”, lo hicieron en un acto de libre contrición, de arrepentimiento, de manera desprevenida, en una narración consecuencial a sus vivencias. No hay lugar a concluir que se trató de una acusación gratuita para perjudicar sin razón, pues ello no cabe dentro de una lógica formal ni dentro de la lógica social a la cual hace referencia el recurso.

No es tampoco convincente la afirmación según la cual “el adiestramiento a los testigos no era necesario”. La ilustración tenía que darse por parte de una persona que tuviera claro el devenir procesal y la necesidad de hacer énfasis en determinados aspectos claves: hora, lugar, desplazamientos, tiempo de la ejecución, etc. Y por supuesto que es atinado pensar, que la persona más apta para esta ilustración lo era el apoderado de confianza, pues quien más para conocer los efectos positivos o negativos de tal o cual afirmación en el contexto procesal.

En ese orden, no es admisible la declaración que a favor del procesado hizo su compañera permanente MARY LUZ VÉLEZ GARZÓN cuando aduce que estos testigos ya venían preparados cuando llegaron a la oficina del abogado, menos la censura que se le hace al fallador de primer grado por descartarla por el simple hecho de la relación sentimental que los une, porque lo que acontece no es en realidad que no se le pueda creer, sino fundamentalmente, que lo por ella vertido al expediente está abiertamente en oposición a lo que los demás están diciendo de una manera coherente y lógica, como ya se tuvo ocasión de explicar. En esos términos, tanto el Juez como este Tribunal, no pueden privilegiar su dicho por encima de lo que se observa más acorde con las reglas que orientan la sana crítica.

No dudamos que un caso como el que se analiza, en donde se confrontan las versiones de quienes concurrieron al mismo acto, supuestamente en condiciones de determinador y determinados, no es fácil de definir, y siempre se podrá decir que queda la posibilidad del error; sin embargo, no es posible pregonar, o mejor, exigir de la judicatura, la prueba contundente, inequívoca, absoluta de la verdad, como lo refiere con ahínco el profesional recurrente. Se tiene entendido, que para el proferimiento de un fallo de condena basta la verdad formal que se desprende del acervo probatorio, la que lamentablemente podría no llegar a coincidir con la material que siempre se desearía conocer. No puede ser de otra manera.

Las siguientes expresiones son fiel trasunto de lo que se quiere afirmar:

En los Estados de Derecho contemporáneos, para administrar justicia sigue siendo necesario acceder a una verdad acerca de lo ocurrido. Pero se abandona la idea de llegar a verdades absolutas, y se opta por una aproximación confiable o razonable al conocimiento de esa verdad; esta es una noción normativa de verdad y un aspecto fundamental de la lógica del método judicial moderno, pues se parte del supuesto de que una vez agotado el trámite de manera adecuada, la conclusión a la que llegue el juez debe revestirse políticamente con las presunciones de veracidad y legalidad. Esto implica muchas cosas relevantes. En primer lugar, que al Juez no le es exigible que agote la totalidad de las pruebas susceptibles de practicarse para que se forme un juicio acerca de la realidad de lo ocurrido; el primer fin del proceso no es llegar a la verdad, sino aproximarse tanto como sea razonablemente posible, lo que se traduce en hacer el mejor esfuerzo por establecer lo realmente ocurrido.

Aquí los organismos de investigación hicieron lo que estaba a su alcance para desentrañar la verdad de lo acaecido. Lamentablemente, la fuerza de convicción de la prueba que se nos presenta como soporte de la acusación, no puede descartarse, y decimos lamentablemente, porque nunca se quisiera proferir condena contra las personas que  están llamadas a hacer respetar la legalidad y el buen proceder de los demás ciudadanos ante sus Jueces. Seguramente fue una debilidad del momento, un deseo por vencer en el juicio, pero obviamente censurable frente a los cánones de la ley penal. Es la realidad que se desprende del expediente y a ella debe someterse el Tribunal.

La sentencia habrá de confirmarse en su integridad.

8.-  DECISIÓN

Por lo discurrido, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA el fallo proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito, objeto de revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
              IRMA LUCÍA LONDOÑO PATIÑO
  IVANOV ARTEAGA GUZMÁN                  

La Secretaria de la Sala, 

   CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ
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